
J us-ci l . £  icacihn del Estado 

1. Esplicacióii y justificación: seiiticlo y valor. El problema de 
la justiiicación coino problema de existencia del Estado. Justificación, 
no de la coaccióil sino de los mayores sacriiicios. 

2. La justificación no puede ser sino moral: fiiilcibn del Estado 
en función del derecho. Amplitud progresiva cle ia conciencia jurídica. 
Secularización de la coilcieilcia jurídica cristiana. 

3. Confusión del problema de la validez con el de vigetlcia. E l  de- 
recho del inás fuerte coino justificacióil moral. Legalidad y legitimidad : 
legalidad del Estado de derecho. 

4. Justificación universal del Estado. Los principios éticos del 
derecho: su exigencia de efectividad: su certeza. El aseguramiento del 
derecho. 

5. Justificación del Estado concreto. Las ideologías sociales legi- 
timadoras. El monopolio de la función jurídica. 

6. El  derecho moral de resistencia: el deilionio del poder: eterno 
conflicto. 

Desde que el positivismo y el historicismo d ~ i i i i i ~ i ~ i  eii la teoria 
del Estado suele contestarse a la pregimta acerca del m:!or del Estado 
haciendo referencia a su srliticlo o iin inteligihles. Esta conftisión entre 
el sentido J- el valor de un fanóineno cultural constituye uno de los errores 
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más densos del pensamiento contemporáneo. E s  verdad que el sentido 
del Estado, como el de cualquier otro fenómeno histórico, hace relación 
a valores. Pero esta relación puede ser positiva o negativa. También 
una cuadrilla de ,bandidos posee un sentido, un fin inteligi'ble. Así, pues, 
la cuestión de la justificación del Estado no puede ser resuelta con la 
mera explicación de su función. 

Ahora bien, ¿hay lugar adecuado para el problema de la justifica- 
ción del Estado en una teoría del Estado que, como la nuestra, se asigna 
expresamente como objeto exclusivo suyo la realidaú del Estado? Una 
metodología que negara sitio a este problema no habría concebido la 
realidad Esta@ c m &  lo que efectivamente es: e&iem& humana. La 
realidad Estado sólo existe como un plebiscito de tous les jours. Claro 
que para una pequeña tninoria, únicamente, el ser y el modo concreto 
de ser del Estado concluyen cada día en un debe ser y sólo ella participa 
por tanto, conscientemente, en la conservación y configuración del 
Estado. La gran masa, a no ser que el mando o d hariitir#%il'mueva para 
una acción política, 'concibe el ser consuetudinario tj i i i h h n t e  de1 Es-: 
tado como idéntico con su deber ser; para ella, 'la-fuerzd;notmativa, 
más exactamente, la fuerza habitual, apenas si consciemi; & lo ,existen- 
te, suele constituir un motivo suficiente de justifica'dón' . , dd  Estado. ' 

,Para la minoría a que nos referimos, la que' cuenta,'e? Problenia &e 
la justificación del Estado, es, sencillamente, una ctikstidtride exiskncia 
del' Estad-o. Cuando esta minoría activa pierde su2 f&'&.;lá justificacióri 
de la existencia de un Estado concreto o del Estad&csn[id instituci6ri; 
en general, ha llegado la hora de la muerte para el Estado de' un ~ueblo, 
o del grupo cultural que corresponda, o de toda la httmnid~d. En- estk 
sentido el Estado vive de su justificación. Cada generación, con  sic& 
16gíca necesidad, tiene que plantearse de nuevo el ~rddezmi de la jústifi- 
cación o consagración del Estado. Por esta razón una.teciria! del Estado 
que pretenda ser una ciencia de realidad no puetk soiriaj& seniejante 
problema. 

La cuestión que el problema de la justificación del Estado plantea 
no es, como se cree por casi todos: ¿por qué razón se debe soportar la 
coacción del Estado? No; la cuestión que ocupa el primer plano es la 
siguiente : por qué tenemos que ofrecer al Estado los w p r e s  sacrijicios 
en bienes y en sangre? Pues mediante este sacrificio espwtáneo, y sólo 
en segundo término mediante la coacción conllevada, y perdura el 
Estado. 
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Por fuerza de su existencia, todo poder estatal tiene que alzar la 
pretensióil de ser un poder jurídico; lo que quiere decir que pretende, 
no solamente actuar como poder en un sentido técnico-jurídico, sino 
hacerse valer como autoridad legítima, que obliga n~oraln~ente. La 
justificación moral de su pretensión - e l  derecho a los mayores sacri- 
ficios y a la coacciói~-, no puede funclainentarse con la mera referencia 
a la necesidad de su función social: organización y activación de la 
cola1)oración social dentro de un territorio. Porque una función social 
podrá hacernos inteligible, explicarnos fior qué existe el Estado como 
institución, pero no justificarnos por qué debe existir la institución 
Estado o. sencillamente, este determinado Estado. Toda explicacióra se 
refiere al pasado; toda jiistificacid~z, al futuro. Muchos autores, para 
hacer ver que se trata de una necesidad humana universal, afirman que 
siempre ha habido Estado, y algunos llegan a sostener que el Estado es 
más viejo que el género humano. Afirinación falsa, sin duda alguna; 
pero, aun siendo verdadera, no nos serviría para fundamentar que 
siempre ha de haber Estado, y mucho menos todavía para convencer a 
un anarquista o a un marxista de que el Estado debe existir en el futuro. 
Engels reconoce expresamente que el Estado es una necesidad socio- 
histórica de la sociedad dividida en clases, pero ello no le impide negar 
la legitimidad de semejante imtmrircnto d e  explotación. 

No en razón de que el Estado asegura un ordcn social c i ~ n l q l ~ i ~ ~ a ,  
sino porque persigue un orden. justo se justifican sus enormes exigencias. 
Solairi.c~ltc refiriendo la fi~izción del Estado a la función del dcrcclio es 
posible la consagració~i. del Estado. 

Así como el Estado sólo puede explicarse partiendo de la totalidad 
de un ser social, así también su justificación tiene que partir de la 
totalidad de uil ser aceptado por nuestra conciencia moral. La justi- 
ficación no puede ser sino una justificación moral, ya sea que se apli- 
quen al Estado criterios humanos de justicia, ya sea que se busque 
la justificación en la voluiitad divina. Al separar dentro de la totalidad 
del ser, en virtud de un juicio moral, lo que es justo y lo que no lo es. 
se plantea, por vez primera, el probleina de la justificación de una 
fracción deterininada de esa totalidad. El  n o n  cst en im p o t c s t ~ s  nisi a 
Dro,  la referencia de todo poder a Dios como fondo trascendental de 
todas las cosas, justifica todo y,  por lo mismo, nada. Semejante argu- 
mentación presentaría blanco cierto a la maliciosa pregunta de Rous- 
sean: sí, lo mismo que todo poder, también toda enfermedad procede 
de Dios, jestará prohibido llamar al médico? 
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No es posible jirjnguna. jvstificación ,del Estada! s in43 sdiskinción 
de 19 justo y de lo inj'usto. Y esa distincibn no puede,lleiiarse a cqbp 
sino con un criterio jiirídico que tiene que ser aceptad~,co~no superior 
al Estado. y a su derecho positivo. Eii su calidad de, valor, metapositivo 
de niedicia y distribución, al derecho correspncle la: fiqnción ,de dispouer 
ordeitadctmente, de ajustar, la vida social; atribupend~ .;s. ca& miembro 
lo que le corresponde, en derechos y ,obli$.acioties- en . r w b  del todq, 
acoiiiodando los miembros en una adecuada relacián ffi&poca. ,.; 

Si, con la jurisprudencia romana, deterrnimnlos.com ley formal 
del derecho el szcztm cu. iq~c trn'bitere, resalta en seguidar que no puede 
existir una justicia ,individualista ni una justicia ccdac~ti,*to, -El ddsecho 
justo no puede ser definido partiendo de un miembro, dd.que se aiirma 
ser lo único yalioso, n i  tampco partiendo de un toda siipra-individual; 
del que se aiismaría lo mismo. La ley jurídica que obliga a nuestra 
conciencia jurídica ordena *la parte en el todo y el todo, mediante. las 
partes. , . , . , ,: 

, En los tiempos primitivos, la conciencia juridica- de' los pueblos no 
rebasa b s  límites. de la propia tomunidad, sancionada por el dios de la 
estirpe.: Todos los derechos y obligaciones se h d l w  determinados por 
la adecuada relación ,del mieinbfo, recónbcido c ~ ~ w a l i o s o ,  conr su 
estirpe. El ámbito de la .estirpe y el ámbito del dereahob coinciden, en 
lo esencial; la conciencia jurídica reconoce un derecho1,igual solaniente 
a los miembros de la- estirpe -eutiéndase bien, no igualdad de de- 
rechos, sino del derecho que cobija a todos los miembaoac, esto es, 
les reconoce un derecho igual al orden jliridico. Cuando.+el henoteís7 
mo del dios naciond, alcanza las cun~bres del rnonotdsmo ,vniversal, la 
conciencia jurídica cambia también. Al priacipio,. c*, estirpe, cada 
pueblo, tiene su dios, que le garantiza la victoria sobre JQS demás pue- 
blos y dioses y, con ello, el poder y el derecho a, mandar sobre ellos. 
Así como en un principio, las ideas judías acercade Diasiy del derech~ 
se refieren splarnente al propio pueblo, así también, Iss griegos conci- 
ben originariamente la ley jurídica sobre-pe~sonal d$ntro exclusiva- 
niente. de su idea de ,la Polisi religiosamente sancio~a&, Pero en el 
Corpus Christianuwz de la Edad Media, en razón;,&:h ,lex aeteroza 
revelada, cada alma ,individual obtiene su debido. lugar,,, como hija de 
Dios tan digna como las demás, dentro de un arden-qpetido por Dios: 
una universalidad cósmica acopla en un ,orden úniw 1%-vida terrena y 
el más aHá. Esta concienciq jurídica tan ampliada, propia del hombre 
occidental, en la época moderna se seculariza; al, der,echg:natural cris- 
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tiallo se sxtilaiiz;~, pcro !;o renuiici2 a su validez u:liveisnl, ni coiiro 
dei-eciio n l t~ . r s l  iiuginático ni cciilo ciesecho net~ii-u1 i-ucioi~al. 'l'oilavi;~ 
en 1813, F i ~ h i c .  que prcteilde interpretar el cristiailisino como Evan- 
gelio de la libertad y de la igualclncl, cil un sentido inetafisico y en un 
seiiti50 civil, ::o puede j~sti i icar ei aiilielado Rriclr de ios alemniles siiio 
como un vc idud~~; -o  i11lp~3;'io d d  ~ ( T C C ~ I U ,  tal coino no ha. existido en 
el ii11indo: 111;(1 liil~-r.tnd fiindada cli la igiialílad dt. todo lo q u ~ :  ~ ~ ' Í L Y C -  

aparir~ziicr I.ii:~!tr~rci. Dui-ante dos inil aiíos el poder politico, ya que iio 
el Estado, 1:a siclü ji:;tificado 112:- !a necesidad de asegurar un cli-iecho 
iiatura!, ilietapcisjtivo. 

Pero al correr dcl siglo XIX se deja sentir la riecesidad de justi- 
ficar el Estado con una uiiiversril condicióil hiimaiia, y. por coilsiguii.i~te, 
mediante una idea i:niversal del deí-dip. Ya Blackstone había dicho 
TI:? kilig is 7zot od3i iizccújablc of do i~ ig  zelroi$g, O i i f  c w n  o f  t h i ) i k i ~ y  
wrolig. Pero a travbs del roinanticismo de I-legel y del historicisino es 
ccmo se abre caniino aquella co~?cepción potitira qxe reconoce coílio 
fuente única del derecho al p!:rblc ;; al rspíritii dcl /)ii~7blo, que no están 
liinitndos por noi-nia alguna: pero conio ocurre <Fe  no es posible dar 
en la experiencia con el ~,sfír.ifzr do1 piicblo, lo representará siempre .e1 
legislador, que. en ca!idzd de tal, no puede nunca coinetei- i~ijusticia. - 
bi1 la prktica esto quiere decir que todo el que logra liacerse dtieiío 
del poder del Estado deinuestra, con ei éxito, su título moral para 
representar ai pi~eblo y dictarle leyes, sin cuidarse para nada de los 
principios furidainentales del derecho. Esta liinitacióil del derecho al 
e s p í ~ i t u  dci  f i cd lo  demociático-nacional trae ccino coilsecueiicia tie- 
cesaria una reducción de la ley jurídica universal. Ya en el 1801 Hegel 
se ríe de los amigos de un derecho humai~itario y moralizante: mcueniia 
sin sentido que se cpoilga a la conveniencia del Estado el derecho. 
Mientras idealiza a los antiguos tiata conscienteii~eilte de reducir la 
conciencia universal del dereqio: es i:lorai vivir coql cir.;*rp'o a las cos- 
fii;i!bi.rs dr  sir pai's. Coii~o el Estado es la 7-i.ii1idli.d dr la idca moral. 
puede pretender que ante su poder y ante el derecho por él estaldecido 
se rindan todas las c~ilviccioiles morales del individuo. U n  epígono de 
Hegel, B. Kaufnmlii, iio tiene reparo alguno eii hahlar ilada ineiios clue 
de üila armonía preestablecida entre el derecho y el poder, 1. de la 
guerra -i.ictoriosa iir;ino ideal social. Otro contemporáiieo, Sinend. opi- 
na que el Estado n;oilerno se canvierte en Estado de derecho inediailte 
una deiiilitiva eiilailcipaci6il cln toda 1egitinv.ciÓn que trascienda de la 
esfera política. 
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Toda la época que sucede a la bancarrota del derecho natural se 
caracteriza por su incapacidad fundamental para entender, tan siquiera, 
la cuestión de la justificación del Estado, y no digamos nada de resol- 
verla satisfactoriamente. El problema de la validez moral del Estado 
se confunde casi siempre con la cuestión referente a la razón sociológica 
de vigencia del poder estatal, ya que, al buscar la justificación del Es- 
tado, se nos remite a su reconocin~iento por la democracia o por el 
espíritu del pueblo nacional, y a las ideologías legitiinadoras dominantes. 
Pero, en cada pueblo, hay toda una serie de ideologías semejantes que 
condicionan el poder actual o el futuro. En  defecto de todo criterio 
objetivo, la teoría en boga tiene que reconocer necesariamente el derecho 
del más fuerte, quien, por lo mismo que posee la fuerza para hacer pre- 
valecer su ideología legitimadora, tiene derecho a todo, independiente- 
mente de todos los principios jurídicos divinos y humanos. 

La doctrina del derecho del más fuerte pretende ser también una 
justificación moral del Estado, ya que afirma, ateniéndose a algún orden 
universal metafísico, aunque de ninguna manera cristiano, que es in- 
variablemente cierto y seguro que aqudlos que disfmtan de un rango 
moral supremo son siempre los que se hacen dueños del poder. Seme- 
jante creencia infantil en el mejor de los mundos posibles, que la histo- 
ria está muy lejos de corroborar, trae como resultado infalible la 
capitulación total de nuestra conciencia jurídica frente al éxito político 
del momento. Por lo mismo que no se corresponde de c e r a  ni de lejos 
con la verdad de la historia real, de ordinario suele ser completada esta 
doctrina con un historicismo que se caracteriza por la confusión fun- 
damental de la eficacia política y del valor moral, de la validez ideal 
y de la vigencia política. Luego de haber mostrado que en la historia 
siempre ha prevalecido el derecho del más fuerte, se cree haber aportado 
la demostración de que debe ser así. Si fueran consecuentes no deberían 
detenerse en este breve espacio de t i e m ~ o  que comúnmente llamamos 
historia, sino que tendrían que abordar también la prehistoria y con- 
sagrar como modelos morales a las gentes de Neanderthal y a sus ante- 
pasados. Se olvida que si existe una específica historia humana o his- 
toria de la cultura, se debe a que el hombre, por naturaleza, es un ser 
utópico; esto es, capaz de oponer al ser un deb,er ser y,de medir el poder 
con el rasero del derecho. 

Claro que nada habremos conseguido para una justificación del 
Estado si al ser social oponemos un deber ser de uti carácter meramente 
técnico-juridico, positivo; es decir, un deber ser ordenado por el poder 
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en cada caso. Por esta razón, la norma fuildamental de Kelsen, qvio 
contiene potencialmede todas las variaciones posibles del contenido d e  
la qzonna, nos remite al arbitrio del legislador, completamente desligado 
de todo vínculo jurídico-moral, conduciéndonos, en definitiva. a iden- 
tificar derecho y poder, y a afirmar que todo Estado es un Estado de 
derecho. La coincidencia de un acto estatal con la ley, de la ley con la 
Constitución -Constitución presupuesta normológicamente, o jurídica- 
positivamente-, fundará en cada caso la legalidad, pero no la justifica- 
dora legitimidad. La confusión actual, que acoge como forma de 
legitimación la legalidad, en el sentido indicado, que acepta los preceptos 
establecidos correctauzente y e n  la  forma corriente ( M .  Weber), no  
tiene justificación alguna, como no sea la de ser un signo revelador 
de la degeneración de nuestra conciencia jurídica actual. Esta inter- 
dependencia entre legalidad y legitimidad no se da inás que en el Estado 
de derecho con división de poderes; la implicación es aquí tanto mate- 
rial como formal, en un sentido técnico orgánico. En lucha contra la 
arbitrariedad absolutista se creyó poder asegurar la legitimidad median- 
te la legalidad, porque era el pueblo quien se daba las leyes a sí mismo, y 
el resto de la actividad estatal tenía que estar de acuerdo con las leyes. 
,Ahora bien, para reconocer, sin más, la justicia de las leyes acordadas 
por la representación popular había que suponer que la legislación demo- 
crática constituía un acto de la razón que se condiciona a sí misma moral- 
mente. La división orgánica de los poderes no persigue, en cambio, otro 
fin que el de garantizar la seguridad del derecho, y no pasa de ser un 
medio técnico que nada nos dice acerca de si el derecho es o no justo. 
Nadie cree en la actualidad que todas las normas emanadas de la legisla- 
ción democrática sean derecho justo en virtud de una misteriosa pre- 
destinación metafísica. Por esta razón la legalidad del Es tado  d e  derecho 
no puede su'Sstituir a la legitimidad. 

La teoría del Estado se halla ante el hecho de que, ni una supuesta 
armonía del derecho y del 'poder, ni la legalidad, ni tan siquiera una 
ideología legitimadora democrática, nacionalista o bolchevique, pueden 
justificar el Estado de modo universal. Pero ocurre que todos los que 
llevan las riendas del poder político afirman hallarse al servicio de la 
justicia. Porque no hay que olvidar que esta pretensión no es exclusiva 
del Estado de derecho, como sostiene un propagandista de la dictadura. 
No existe forma alguna de Estado o de gobierno en la que :m orden 
represente, ya de por sí, iin valor jurídico positivo; y la fórmula -10 
111cjor dcl i n u ~ z d o  cs  uxn ordcii (Schrnitt) es posible que complazca a 
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1 ' .  , ;Ante esta sitimi& ,la 'teoría del!iEistado .teiidrá.~quá ,c&entarse 
con un agnostiaism relativista ? .lN,o k quedará) otro, remedio que, su- 
paner que todo  poder se halla al servicip de la jnstitia?;+Qi es- que 
puede mostrarnos :~hdu@incipioó de. .ailsct~!j~sCif~ocá;m'~~~~1PWnsal del. i Es- 
tado? . .  , ., I . ,,, , \  , 

No :es< huy ,di;fícil~ fundamentar una trespuesta pltilrarl'a,ieata in: 
terrogacián' mikhbra~ no se trate más que de la1 justifhck5ndel Estado 
como ins t i t~cidn;  el Estado se halla .justifica& en-la medida en .que re- 
presenta la organización necesaria para8 garantizar el. derecho, en una 
determinada etqpa.euohtiva. Entendernos por demhb;-mvirner  lugar, 
aqueMos principios :jurídicas, de caráckaio~~rpora~~ q u e " s i m t  )de funda- 
mentb a los ?prece@tos i jurídicos:~positivos, Estos prikipios jusídihs, 
cuya validez ideatldeba! ser ,supuesta, llevan implicada- hn&matemente 
la exigencia de d vigmcía, ,social. S610 mimo:-idebevrrsq. 1 tiene sentido 
el deber de eskbs p~indpios jurídicos; no p r e t e u n m n a  stiera validez 
ideal, ab~oluta,~ shúotia srtr: ,posible, vigencia, 'eiicatria~-cqnr, preceptos 
jurídiios p&t$os. Para esto es necesarib : qmp los, .pkimipios jurídicos 
universales como, .pox ejemplo, los contenidos en el, deOáhgq ,sean8 es- 
tabkcidos, . aplicados. .e .impuestos cmb,   preceptos positivos !por un 
poder- autorhrio. Toda,'la, .filerm d w i ~ i a  , d d  8preoppto jlirldioo . pm- 
cede del' principio)-réfico~jmídico .que se oierne sobtq) él: Pero ..este 
principio se diferencia. del! precepto par; sw ,falta de .segutidad o cer'tezb 
jurídica, ,quee a l  precepto . jurídico : le; suministra, pm~itina parte, la 
cepteza del ,dentido; la resoltttividad del contenido. &.~hrnorrna y, por 
otra, la seguridad de su cumplimiento. .Los príndipios j%&&os:ofrecen 
únicamente las directrices ,fundamentale+ ;cw ,arreglo 3 las cuales se 
trazará ql estado jurídico que abarque a- los miembro4 de ,lq comunidad 
ju~ídica: nunca suministran. la decisión del caso cqq@ol: Para .  ello 
Les falta resplutiyidad, 99 decir, que es menester ~iempr.e,una decisión 
acexa de lo que, en esta wncreta concurrencia de.inkgr,e+es, temporal, 
1 l a l . y  personalinqte ,determinada, deberá valer como derecho con 
arreglo a los principios correspondientes. E,n, v i ~ p d  de los mismos 
principios jurídicos son, y hasta deben ser posibles, !diwrsas resolu- 
cioqes jurídicas-órdenes jurídicas o Constituciones diferentes, leyes, 
sentencias, actos administrativos diversos. Ahora bien, la ,certeza del 
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sentido y la seguridad del cumpliniiento exige la presencia de un poder 
autoritario que pronuncie e imponga lo que en una situación concreta 
tiene que valer como clereclio. La mera coiivicción jurídica no basta ni 
para lo uno ni para lo otro. 

Las épocas primitivas, con una división del trabajo 4. un inter- 
cambio muy reducidos, pueden instaurar el necesario estado de derecho 
con una cantidad muy pequeña de certeza -racionalinente formulada- 
de sentido y de ejecución de su derecho. Al individuo vinculado a un 
ámbito jurídico fácil de ser abarcado como un conglomerado firme e 
indiferenciado de tradiciones, le bastan los principios generales del de- 
recho, apenas si distintos de las costunlbres y de la moralidad. Pero si, 
en un caso particular, se discute la justeza del límite impuesto a la 
voluntad, será necesaria, aun en las comunidades primitivas, una ins- 
tancia resolutiva que fije el sentido cierto del derecho. Y, sobre todo, 
para la seguridad de ejecución del derecho serán siempre necesarios 
hombres que ejerciten el poder, si bien las conlunidades primitivas 
abandonan gran parte de la ejecución a la iniciativa privada. 

La institución estatal se justifica, por lo tanto, porque en una 
etapa determinada de la división del trabajo y del intercambio social, 
está exigida por la certeza del sentido y de la ejecución del derecho. 
Y del mismo modo que con el aumento del tráfico de las calles hace 
falta un orden especial del tráfico, y hasta órganos especiales de policía 
del tráfico, con el progreso de la civilización se hace precisa una 
organización estatal progresivamente diferenciada cuyo objeto será el es- 
tablecinliento, la aplicación y la efectividad del derecho. 

La institución Estado se justifica, conio vemos. como organiza- 
ción que asegura el derecho, y nada más que como tal. E s  ésta una tesis 
que 110 hay que desnaturalizar en un sentido liberal o en un sentido 
tecnicista. No quiere decir que el Estado tenga que limitar su actividad 
a la legislación y a la organización de los tribunales; tampoco que el 
aseguran~iento del derecho consista meramente en una actividad policía- 
ca. Al decir que el Estado se justifica únicainente en su calidad de 
organización garantizadora del derecho, se quiere dar a entender que 
no puede ser justiEicado más que en la medida en que sirve a la aplica- 
ción y efectividad de los principios éticos del derecho. Tampoco tiene 
nada que ver este aseguramiento del derecho por parte del Estado con 
la distinción positivista entre un fin jurídico y un fin cultural. Por el con- 
trario, principios ético-jurídicos suelen ser los que, en deternlinadas 
circunstancias, exigen por parte del Estado una actividad económica. 
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pedagógica o. cultural cualquiera. Salta a la vista que niiestro c o n ~ * ~  
de aseguramle'nto del derecho abarca más que el  conc@o corriehte; 
Lo que hace necesaria la organización Estado en raeón dd,derecho, no 
es sólo la necesidad de la seguridad de la ejecución, ,garantizada por la 
coacción estatal, sino, con prioridad histórica y conceptual; ala del senti- 
do del derecho. , .i 

Los ptincipios éticos del derecho justl+ican dd!'rnailera inmediata 
las normas de comportamiento pero no las norma$' de competencia. 
La ideología legitimadora socialmente vigente en una comuhidad jurídi- 
ca es la que decide 'qué autoridad es competente para:eí~~stablecimiento, 
aplicación y ejecución de los preceptos positivos. semijante autoridad 
tiene que disponer del poder par& asegurar el derecho i?Piiine qcie pdseer 
el derecho para lo mismo.' Tiene que disponer del podet pata establecer, 
aplicar y ejecutar, en lo posible, el derecho, y dispont!ide;él,@n la'medida 
en que, por lo menos el grupo qiit- cuenta, confíh en qie&tid-inclihado d 
asegurar el derecho y no la injusticia. Hay qrte disting-u!?. bien la justifica: 
ción ideal del Estado mediante principios éticos -dklidCt&ho, ,de esta 
legitimación social de la autoridad: que garanGza el dktkkho. No es 
posible &r si la autoridad, ~skialmen*'~iih~a~dd&f,~SiYJe para dlgd 
más, que para garantizar formlm&te' el derecho;' ritttntc9iiendo por 
amor al orden un orden injusto, sino luego de habei emitid* an $&io 
acerca de la justicia del derecho garantido. La segdfidadj(dk1 derecho 
y la jastieia del miSrno pueden entrar conflictd' !Y,' prkis-nte, es& 
h l i s m o  nos rebela el proftWlo prublematismb de~ld;ijrrstt+Gn de 
un Esfado concreto. ' .~ ,. . ,;,. . 1,' , , t r ,  1 

'La teor?a del Estado abandona a la filosofía del t l ~ k 1 6  1Y d s t i ó n  
de 6i 'los principios éticos, del derecho pueden ser, $ e & ~ a s  a la certeza 
inmediata de un sentimiento del derechd, s i  @ciederi. ,deducirse con 
certeza objetiva de Utia ley jurídica suprenia racioiidrtlkn'te formultidai 
y tambibn la abandona las espinosas cuestiones a c e w d e  si existen 
principios del derecho a prior;, Y en qut! sentido,.'$'qut? pfincipiok 
universales y cuáles tienen 'un campo de aplicaciód Ptik eoincide con 
el ámbito cultural. Péro 'que tales pt.incipios é&& 'del derécho, que 
constituyen la base jústificadora del: Estad6 y de'sti' d ~ e c h o  pokitivo, 
existeh válidamente, tiene que ser admitido por,unii 'tCbYí'de1 Estcldó 
que se precie de ser ciencia de reahddd:'Estos pr i~rc ip lh~s t  diferencian 
claramente de las diversas ideologi& ,Sociales legitimid%&as,~ mdr?d& 4 
su validez general, ya que pretenden va l e  para todbsrl'&' súbditos del 
Estado én cuestión; además, esta su validez, si .H~J alcanza categoría 
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universal absoluta, rebasa los límites del Estado. Hobbes, que, cpmo 
se sabe, sacrifica coinpletainente la justicia a la seguridad del derecho, 
expresa la relación entre el precepto jurídico y el principio jurídico con 
las siguientes certeras palabras: Fztrtum, homicidiunt, adulteriztnz, atque 
iniuriae omnes legibus natttrae prohibenfztr; ceterztm quid i n  cive fur tu~n ,  
quid adulterium, quid denique inirtria appe la f~dum sit, id non  naturali, 
sed civili lege dctcrtninand,um est. 

Semejante determinación y la correspondiente certidumbre de 
ejecución no pueden recibir los principios éticos deliderecho por parte 
de cada Estado más que dentro de su campo de acción. Es  mucho más 
difícil que coincidan el campo del Estado y el ámbito delC,derecho que 
el campo del Estado y el ámbito económico. Esos principios del derecho 
no constituyen sólo el fundamento normativo del derecho estatal, sino 
también del derecho interestatal. Según el artículo 38, sección 3a., del 
Estatuto del Tribunal Permanente de Justicia Internacional de la Haya, 
este Tribunal aplicará, además del derecho de gentes consuetudinario y 
el de los tratados: L e s  principes g é d r a u r  de droit reconnirs par les na- 
tions ciwilisies. Tales principios jurídicos no concurren con el derecho de 
los tratados y con el derecho consuetudinario, sino que constituyen el 
fundamento normativo de todas las formas de derecho nacionales e in- 
ternacionales y, en este caso, reciben la certeza de su sentido mediante la 
sentencia del Tribunal, que va creando, partiendo de ellos, preceptos 
positivos. Si el derecho de gentes representa en relación con una parte 
del derecho nacional un derecho técnicamente imperfecto, se debe a que, 
en muchos casos, la certeza de su sentido es problemática, y problemá- 
tica también, necesariamente, la seguridad de su ejecución. Porque 
el grado máximo posible de seguridad del derecho, lo mismo en lo que 
se refiere al sentido que a la ejecución, lo consigue la realidad jurídico- 
social con el Estado moderno, quien dispone de toda una serie diferencia- 
dísima de órganos de establecimiento, aplicación y ejecución del derecho 
positivo. El supuesto previo de un grado tan alto de seguridad es la 
soberanía del Estado. Gracias a su cualidad de unidad suprema de 
decisión y eficiencia puede asegurar la unidad del derecho y de su ejecu- 
ción, y mantener una organización unitaria para la producción y re- 
paración del derecho. La  efectividad de semejante sistema de control 
jurídico está condicionada por el monopolio estatal de la coacción física 
legal; esto es, mediante la exclusión del derecho legal de resistencia 
contra los órdenes del poder estatal. Por lo mismo que excluye toda 
clase de awrilio propio -fuera de ese residuo insignificante, imposible 
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Pero, en realidad, una razón de Estado clarividente no exige la 
capitulación de la conciencia jurídica, y el reconocimiento de un derecho 
inoral de resistencia rampoco trae como consecuencia la anarquía. Hay 
que hacer constar que se trata~exclusivamente del problema de la justi- 
ficación moral 4. no de una cuestión cualquiera de legalidad. Es  obvio 
que en el Estado contemporáneo esl imposible reconocer un derecho legal 
de resistencia, y tampoco es admisible h resistencia contra actos del 
Estado defectuosos en el sentido de su legalidad, pero moralmente in- 
diferentes. E n  inuchos casos la misnia seguridad del derecho exige que 
se atribuyan al Estado aun aquellos actos ,que carecen, en cuanto a la 
forma y al contenido, de las condicimes que el orden jdídico positivo 
determina para tal atribución. Por lo general se taata Je violacioms de 
disposiciones formales y de normas de competencia; semejantes nomas  
son casi siempre inoralmente indiferentes, y sólo la ,fcoréa jura. del 
dcrccho, que asigna a todo el derecho positivo, sin &stimción. alguna, 
!a cualidad de norma absoluta, es capaz de hablar de la fuerza del .de- 
recho con un entusiasmo que estarja m k e n  su lugar al .tratar! de la 
ji~sticia que no de la seguridad.' La exig-ia de la ,seguiridad justific~ 
cine los actos del Estado lleven consigo la presunción ,de su IegalithJ, :que 
stibsana los meros defectos de validez juridico-positiva. Se desquiciaría 
todo el orden,jurídico si dejáramos que el .hombre de la cille condi- 
cionara su obediencia, en cada caso, a su propia opinidn sobre si ,el 
órgano estatal ha obrado de acuerdo con todas las formlidade's jiirídi- 
cas, y' corl todas las normas de competencia de lugar, de tiempo y de 
materia. Además. en el Estado de derecho. es casi siempre ocioso .un 
derecho de resistencia contra actos estatales con defecto legal, porqub 
el súbdito perjudicado puede defenderse por la vía jurídica. Tampoco 
es raro que el Estádo, Iratando, de proteger un bien juríd,ico superior, 
haga valer actos ilegales 'como actos jurídicos válidos. l t  

Pero el problema es muy otro niando se trata de un acto estatal 
moralinent~ reproba1)le. en cuyo caso no tiene mayor importancia si 
somejante acto es o no legalinenre irreprochable. Tomemos un ejemplo 
cr:nocidísimo: se amenaza con los castigocmás'graves a 'quien, por con- 
vicción se resiste a ir a la guerra. La razón de Estado ,y el derecho 
psitivo calificarán de necesaria semejante disposición, exigida por 
!a seguridad del derecho. Pero Una conciencia jurídica no será digna 
de tal nombre si no reconoce, en este caso, un trágico conflicto de debe- 
res,  y si. además. niega al sujeto en cuestión el derecho moral a resistir. 
Muchos, ciertamente, califican de heroica una concepción del Estado y 
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del ,derecho que cierra, las .puertas. a toda resistencia; La verdad es lo 
contrario. Eb heroica . ,quelhl  c~gepciónr, que no resuelve tinilateral- 
mirítei .al: d i a r i o .  de deberes2 sino, que reconoce. su irágka insolubili- 
dad+, a la.par\+d dqecho moral a resistir. Es trágico,qm toda1 realiza- 
ción~ ,del derecho: dependa del. h a n i o  ,.del poder, pero :es meprobable 
1a~:sArntifiaación ética.,de, ese .demonio. qlte hoy corre1 lpod ,buena. El re- 
bncmimiento de un derecho mbra1,de desisten& no desvanece el sigtio 
trágicw~que-:paresidera h l w b  e t e m  de laanxkneia jmídias cón el 
derecip.positim~~, k b b k  'todo,, m &ata de darle .ud ,matiz: Benfihental. 
El de moho^ moral de .msistent$a n o  (pímde; d a  ,lia&, :$dr: consiguiente, 
a .umi~usa[)&r@dptabilidad~aide~ exenta de pua-  . , : 
,!! &ist;á bien due .éhpod& del Estada :sea,,por decido así, pmvccado 
memtiagte hjqesistenck moral. Y tbdo ioil aontrario, &,,justificar. moral- 
tmianteid EStah es lo  que se hace liruando.se lo. hipostasía, .de una vez 
pam;8ienipbyi ~eaaiQ realidad de, ,las idda Snord, y; en m m q e n c i a ,  sei 
niégfvdejan. modo ~adical tb& daecho de: tekistencia, fren4t a lob actos 
irldralee .dell .Estado, al únieo que, l a  I wperieneia, se ofl-ecle conio 
pmtador ' dl, i la :concien.cia : jurídica : el i,ndividw. 'U fantasma de . la 
anar4rr$rles. úitr.fahtasrna .vano. La resistencia no legdierida ,de la ccm- 
cieni-iiai,&tidica ao1:as i posible, dado el enorme agacato jurídico y 
eóoctivol del Estado ,nlodef no, más que jugá'ndose la : pngpia vida. .Y tal 
mmo están fabriuados las hombres, es éste un juego que se juega pocas 
vecestr Peto. m m d o  ~ ocurre, será razón de más para. a i p f r c i a r f r ~ i a r  su alta 
cálida6 de ejemplo, el que la técnica de fuerza y de nia;sis.dd Estado 
moderno .lleve consigo el peligro tremendo de una liqairhrlón total de 
h conciencia jurídiba. .Siempr;e los que gobiernan tendrán el mayor 
interés en hmer ver queiel Estado que rigen es expresión objetiva de 
la razhn moral. La concepción de ias instikiones socdes como si fuman 
la razón objetiva anularía la futrción de  la rasón en L,so&dad humana. 
(Hobhouce): La' justificación del Estado nunca puede consistir en 
armonizar, cueste lo que cueste, el derecho con el .poder. Porque todo 
poder estatal debe su existencia y su figura a la voluntad humana, de- 
masiado humana, y en él concurren, jufitom las fuerzas morales más 
excelsas, proporciones enormes de tonte* 9 de malignidad, de vileza 
y de arbitrariedad. 

Hermann , HELLER 
. , !  
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Heller (1933). Este estudio que publican~os constituye uno de los 
capítulos centrales de la Teoría drl Estado que el maestro Heller ultima- 
ba cuando le sorprendió la muerte. L a  obra de ~ l z i  vida, coino él decía. 
Una vida de absoluta dedicación a la faena intelectual. Aunque socialista, 
formó parte siempre del pequeño núcleo de los que estiinaii que el Es- 
tado no es la culii~inacióil de la vida, en ningún sentido. Para Heller, 
el Estado no puede absorber la individualidad, ni ofrece eii sí mismo 
la razón última de su existencia. Por encima de él, Heller consideraba 
la moral, y allá. a lo lejos, surgía Dios. Dos horas antes de morir, en 
una conversación particular, reconocía einocioi~ado la necesidad de 
Dios. Pero esta necesidad no era para Heller uno de esos vagos senti- 
mentalisn~os al uso en espíritus finos, sino una pieza esencialmente in- 
telectual, un moineiito conceptual y riguroso de la teoría del Estado. 
La muerte le sorprendió poco tiempo después de dedicar a Cruz  y Raya 
este ensayo. Al recogerlo, C r u i  y Raya no sólo cumple con la voluntad 
última -nunca fué la expresión más justa- de Heller, sino que rinde 
tributo leal y sincero a uno de los mayores maestros de la ciencia política 
de nuestro tiempo. 

E. 1. (Ezcgenio Imaz) 
Tomado de la revista "Cruz y Raya", 

Núm. 9 ,  Madrid, diciembre de 1933. 
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